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Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio mientras la justicia decide.

No obstante, el carácter residual de éste mecanismo de protección especial, en virtud a la protección especial y trato diferenciado que debe operar a favor de la mujer y los menores de edad, de siempre ha reconocido la Corte Constitucional la procedibilidad de la acción de tutela para amparar los derecho fundamentales de los niños, en virtud a su prevalencia y al interés superior del menor, así como de las mujeres víctimas de violencia de genero. (…)
El artículo 5º de esta disposición (Ley 294 de 1996), establece como medidas de protección en los casos de violencia intrafamiliar las siguientes:

a) Ordenar al agresor el desalojo de la casa de habitación que comparte con la víctima, siempre que se hubiere probado que su presencia constituye una amenaza para la vida, la integridad física o la salud de cualquiera de los miembros de la familia…”. (…)
El anterior recuento era necesario para concluir que en este momento las entidades accionadas no se encuentren vulnerando los derechos fundamentales de la accionante, ni los de sus hijos menores de edad, pues han brindado el acompañamiento y seguimiento que el caso amerita.  

Ahora, las inconformidades que narra la quejosa en su recurso, buscan una retaliación automática en contra del señor Álvarez Rendón, cuando no hay evidencia de que haya infringido la medida, o por lo menos, noticia no se tiene de ello en el plenario, en tanto que la misma le fue notificada el 26 de abril de 2019… y en la alzada nada se dijo al respecto.  En ese sentido, no queda duda que al requerido debe garantizársele el debido proceso…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veinte de junio dos mil diecinueve

Acta N° ______ de 20 de junio  2019

Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación propuesta por la señora Katherine Arias Montoya contra la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 8 de  mayo de 2019, dentro de la Acción de Tutela que le promueve a la Fiscalía General de la Nación Seccional Risaralda, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Policía Nacional de Colombia Departamento de Risaralda y la Comisaria de Familia de Dosquebradas.
ANTECEDENTES

Informa la señora Katherine Arias Montoya que desde el año pasado viene siendo agredida por su ex pareja sentimental Jhon Edison Álvarez Rendón, padre de sus cuatro hijos menores, motivo por el cual acudió a la Fiscalía General de la Nación y al Instituto de Medicina Legal a hacer la denuncia respectiva; no obstante, con posterioridad fue requerida por el organismo investigador para que retirara la denuncia.

Refiere que al comienzo de este año, el señor Álvarez Rendón se presentó  en su lugar de residencia y agredió físicamente a su progenitora, causándole lesiones que generaron una incapacidad de 15 días.  Esta agresión también fue puesta en conocimiento de la Fiscalía General de la Nación sin que a la fecha se tengan resultados.

Cuenta que vanamente, también acudió a la Defensoría de Familia, entidad que a través de la funcionaria encargada le manifestó que no podía ayudarle porque consideraba que sus pretensiones no estaban basadas en la realidad al no cumplir con los requisitos necesarios para iniciar una acción judicial en contra del agresor.

Finalmente indicó que no obstante que la Fiscalía decretó una medida de protección, los agentes de Policía del CAI de Valher en algunas ocasiones hacen caso omiso de sus llamados y en las oportunidades que se presentan no cumplen con su labor pues nada hacen ante las agresiones del señor Álvarez Rendón quien ocasiona daños en el inmueble en el que reside.
Considera entonces que la omisión de las entidades llamadas a juicio vulnera sus derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia, al debido proceso, a la integridad física y a la protección de la mujer.  Concluye además que se afectan las garantías superiores de su núcleo familiar conformado por su hijos menores edad,  Tomás, Mateo, Sofia y Luciana Álvarez Arias, por lo que solicita su protección y que se le brinde un adecuado trato que le permita llevar una vida normal, sin el temor permanente de ser agredida y con la confianza de poder laborar para llevar el sustento a sus hijos menores de edad.

TRAMITE IMPARTIDO

La acción de tutela fue tramitada por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, que en auto de fecha 30 de abril de 2019, previo al requerimiento a la actora para que aclarara algunos hechos de la acción, procedió a admitirla, concediendo a las entidades accionadas el término de dos (2) días para que se vincularán al trámite.

La Fiscal 34 Local en comunicación de fecha 2 de mayo de 2019 informó de la denuncia efectuada por la señora Arias Montoya, por lesiones personales realizada el 23 de noviembre de 2018.

La Fiscal 52 Local Delegada ante los Jueces Municipales y Promiscuos, luego de hacer una breve recuento de la redistribución de cargas al interior de la Fiscalía General de la Nación, informó que sólo hasta el día 2 de mayo de 2019 recibió la denuncia por lesiones personales a que hizo referencia la Fiscal 34 Local, procediendo a dar trámite a la misma, en tanto que requirió a la accionante para ampliarla y recibir la declaración de las personas que presenciaron los hechos; luego de recibir su versión, al verificar que el presunto agresor era el señor Jhon Edison Álvarez Rendón, ex pareja y padre de sus cuatro hijos menores de edad, se procedió a librar medida de protección para que fuera tramitada ante la Estación de Policía del municipio de Dosquebradas. Igualmente se generó el NUNC 664706000066201900780 por el punible de violencia intrafamiliar con el propósito de que sea la justicia penal quien decida lo pertinente, teniendo en cuenta la afectación psicológica a la que se encuentran sometidos los menores involucrados que presencian las agresiones de las cuales es víctima su progenitora.

Frente a las lesiones personales sostiene la funcionaria que la denuncia efectuada por la actora se recibió oportunamente, siendo remitida al Instituto de Medicina Legal para que fuera valorada, entregándose también medida de protección con fecha 27 de noviembre de 2018.
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Regional Risaralda, señaló que no es la entidad llamada a conformar la parte pasiva de esta acción, pues la dependencia que tiene a su cargo el caso es la Comisaria de Familia de Dosquebradas.

Esta última indicó a su turno, que no es cierto que esa dependencia haya manifestado a la señora Arias Montoya que no le podía ayudar, pues el día 6 de noviembre de 2018 se atendió el caso del menor Thomas Álvarez Arias, por la presunta violencia intrafamiliar causada por sus progenitores, procediendo a adelantar el proceso respectivo, en el que se vienen realizando intervenciones desde el área de sicología para determinar las causas que generan violencia en la pareja y en la cual han involucrado al infante.

Adicionalmente refiere que ese despacho ha brindado medidas de protección a ambos padres, siendo reiteradas respecto a la señora Arias Montoya, para incluir su núcleo familiar compuesto por sus cuatro hijos menores de edad.  En la que, para el momento de contestación de la acción, se tenía programada fecha para audiencia el día 6 de mayo de 2019 a las 8:30 am.

La Policía Metropolitana de Pereira, después de ilustrar al Despacho en relación con su naturaleza jurídica, su objetivo social y el modelo nacional de vigilancia comunitaria por cuadrantes, explicó que fue la misma Katherine Arias Montoya, quien suscribió el acta de fecha 15 de marzo de 2019, en la que desistió de las medidas preventivas de protección que existían a su favor; no obstante la institución ha estado presta a su llamado, encontrando que en dos oportunidades se desplazó a su residencia, resultando, una de ellas, falsa alarma y otra una discusión de la pareja, que terminó con la persuasión al señor Álvarez Rendón de que se alejara de la vivienda.

Por otro lado, señala que no es la tutela la vía procesal a través de la cual la demandante debe hacer valer sus derechos, pues existen los mecanismos ordinarios que pueden ser puestos en funcionamiento una vez formule la denuncia, la querella o al derecho de petición tendientes a reclamar la intervención de esa institución.
Llegado el día del fallo, el juzgado de conocimiento, luego de analizar la actuación desplegada por la Fiscalía General de la Nación y la Comisaría de Dosquebradas, en torno a la situación de maltrato y vulnerabilidad que se expuso en la presente acción, advirtió que estas entidades, luego de la iniciación de la acción de tutela actuaron conforme lo establece la normatividad vigente en procura de garantizar sus derechos fundamentales, expidiendo la medida de protección que solicita la demandante, por lo que declaró el hecho superado.
Inconforme con la decisión, la demandante la impugnó cuestionando la labor del juez constitucional, en tanto que nada se dijo respecto al indebido actuar de las entidades involucradas y la negligencia con la que han actuado en su caso, pues no resuelven el fondo del asunto y sólo hasta ahora deciden tomar medidas en su favor.
Reprocha igualmente la inoperancia de la Policía Nacional, dado que no atiende su llamado, o cuando llegan no cumplen su labor y nada hacen respecto a la reincidencia del agresor.

También reclama la falta de apoyo por parte del ICBF respecto a la protección y bienestar de sus menores hijos, pues el padre no cumple con su deber ni garantiza sus necesidades básicas. 
CONSIDERACIONES
PROBLEMA JURÍDICO

¿Han actuado en detrimento de los derechos fundamentales de la actora las entidades a las cuales ha puesto en conocimiento la agresión física y verbal de las cuales ha sido víctima por parte de su excompañero sentimental?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA.
Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio mientras la justicia decide.

No obstante, el carácter residual de éste mecanismo de protección especial, en virtud a la protección especial y trato diferenciado que debe operar a favor de la mujer y los menores de edad, de siempre ha reconocido la Corte Constitucional la procedibilidad de la acción de tutela para amparar los derecho fundamentales de los niños, en virtud a su prevalencia y al interés superior del menor, así como de las mujeres víctimas de violencia de genero.

Respecto a la obligación que tienen todas las autoridades de garantizar los derechos de las mujeres víctimas de violencia, así como permitir el acceso a la justicia y brindar a ellas medidas de protección, la Corte Constitucional en Sentencia T-462 de 2018 señaló:
“La Corte Constitucional, en cumplimiento de los mandatos constitucionales y legales[140], ha reconocido que las mujeres víctimas de la violencia intrafamiliar o sexual son sujetos de especial protección. “En este sentido, y en el marco de un ámbito investigativo y de juzgamiento de la violencia de género, la Corte ha amparado los derechos fundamentales de este grupo poblacional cuando se ha demostrado que las autoridades de conocimiento han vulnerado el derecho al debido proceso al momento de evaluar la necesidad de brindar medidas de protección por violencia intrafamiliar”.
De esta manera, es importante resaltar que cuando las mujeres víctimas de violencia acuden a las autoridades públicas para el amparo de sus derechos, en repetidas ocasiones se produce una “revictimización” por parte de los operadores jurídicos, toda vez que la respuesta que se espera de estas autoridades no es satisfactoria y, además, con frecuencia, confirma patrones de desigualdad, discriminación y violencia en contra de esta población. “Tales circunstancias se presentan, al menos, de dos formas. La primera por la ‛naturalización’ de la violencia contra la mujer, obviando la aplicación de enfoques de género en la lectura y solución de los casos y, la segunda, por la reproducción de estereotipos”. Por ello, esta Corporación ha desarrollado diferentes medidas basadas en el respeto y la diferencia de la mujer, y ha implementado parámetros de análisis en favor de las mujeres como una clara afirmación del derecho a la igualdad, a través de acciones afirmativas y medidas de protección especiales”.
2. DE LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 7 DE LA LEY 294 DE 1996, MODIFICADA POR EL ARTÍCULO 4º DE LA LEY 575 DE 2000.
El artículo 5º de esta disposición, establece como medidas de protección en los casos de violencia intrafamiliar las siguientes:
 

a) Ordenar al agresor el desalojo de la casa de habitación que comparte con la víctima, siempre que se hubiere probado que su presencia constituye una amenaza para la vida, la integridad física o la salud de cualquiera de los miembros de la familia; 

b) Ordenar al agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se encuentre la víctima, cuando a discreción del funcionario dicha limitación resulte necesaria para prevenir que aquél moleste, intimide, amenace o de cualquier otra forma interfiera con la víctima o con los menores, cuya custodia provisional le haya sido adjudicada; 

c) Prohibir al agresor esconder o trasladar de la residencia a los niños y personas discapacitadas en situación de indefensión miembros del grupo familiar, sin perjuicio de las acciones penales a que hubiere lugar; 

d) Obligación de acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico en una institución pública o privada que ofrezca tales servicios, a costa del agresor cuando éste ya tuviera antecedentes en materia de violencia intrafamiliar; 

e) Si fuere necesario, se ordenará al agresor el pago de los gastos médicos, psicológicos y psíquicos que requiera la víctima; 

f) Cuando la violencia o maltrato revista gravedad y se tema su repetición el Comisario ordenará una protección temporal especial de la víctima por parte de las autoridades de policía, tanto en su domicilio como en su lugar de trabajo, si lo tuviere; 

g) Cualquier otra medida necesaria para el cumplimiento de los propósitos de la presente ley. 

El incumplimiento de dichas medidas acarreará las sanciones previstas en el artículo 7º tales como:
a) Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos legales mensuales, convertibles en arresto, la cual debe consignarse dentro de los cinco (5) días siguientes a su imposición. La Conversión en arresto se adoptará de plano mediante auto que sólo tendrá recursos de reposición, a razón de tres (3) días por cada salario mínimo; 
b) Si el incumplimiento de las medidas de protección se repitiere en el plazo de dos (2) años, la sanción será de arresto entre treinta (30) y cuarenta y cinco (45) días. 
En el caso de incumplimiento de medidas de protección impuestas por actos de violencia o maltrato que constituyeren delito o contravención, al agresor se le revocarán los beneficios de excarcelación y los subrogados penales de que estuviere gozando.

3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la actora se duele de la actuación negligente y tardía de las entidades accionadas respecto a la situación de maltrato de la cual han sido víctimas, tanto ella como su grupo familiar, por parte de su excompañero sentimental, misma que ha denunciado y puesto en conocimiento de las autoridades competentes, sin resultado alguno.
Lo primero que debe señalarse es que, de acuerdo con las pruebas documentales que fueron aportadas al plenario por la Fiscalía 52 Delegada ante los Jueces Municipales y Promiscuos y la Fiscalía 34 Local de Dosquebradas –fls 43 y 172 a 190- la señora Katherine Arias Montoya formuló denuncia por violencia intrafamiliar los días 8 de octubre de 2010, 20 de marzo de 2014, 21 de octubre de 2014 y 23 noviembre de 2018 –fls 185  a 190-, mientras que en otras varias oportunidades, las denuncias por este mismo delito han sido en su contra, según lo deja ver el registro presentado por el ente acusador.

De la más antigua de ellas, esto es, la denuncia formulada el 8 de octubre de 2010, no se conoce su resultado. Mientras que de los otros registros, se observa que sólo se tiene noticia del archivo de investigación radicada con el número 661706000066201400981, en virtud a la imposibilidad de ubicar a la denunciante para continuar con el respectivo trámite –fls 174 y 175-.  

En lo que atañe al último reclamo presentado por la demandante, el Fiscal 8 Local de Dosquebradas informó al Juzgado que sólo hasta el día 2 de mayo del presente año le fueron remitidas por parte de la Fiscalía 52 Local las copias para que adelante la investigación correspondiente, encontrándose en la actualidad el expediente a despacho para adelantar el programa metodológico.  Esa información es corroborada a su vez por la Fiscal 52 que al dar respuesta a la demanda señala que debido a la reasignación de procesos y la creación de esa dependencia, solo hasta esa fecha recibió la denuncia de la señora Arias Montoya, procediendo a remitirla al competente, para que se investigue el punible de violencia intrafamiliar que se viene presentando al interior del hogar de la denunciante y que viene afectando a los menores que lo integran.

Respecto las agresiones de que dice haber sido víctima la tutelante, señaló que, como quiera que la denunciante ha manifestado que ya no convive con el padre de sus hijos, el tipo penal que debe investigarse es lesiones personales y en consideración a este delito es que se adelanta el trámite correspondiente, siendo remitida a valoración por parte de Medicina Legal –fls 46 y 47, entidad que la examinó el día 26 de noviembre de 2018. Producto de esta actuación fue la medida de protección fechada 27 de igual mes y  año –fls 48 y 49-.

En torno a dicha medida, la Policía Nacional refiere que en dos oportunidades atendió el llamado de la accionante, siendo uno de ellos infundado y el otro controlado por el cuadrante encargado del sector, quienes informaron de la discusión en la que se encontraba la pareja el día 4 de abril de 2019 y reportaron que con su intervención se logró que el denunciado se retirara del lugar; no obstante ello, los efectivos de la Institución en esa ocasión, no podían tomar acciones en contra del señalado agresor, pues, para esa data, la víctima –Arias Montoya- había desistido de la medida de protección que tenía a su favor, manifestando no requerir más de ella –fl 193-.

De acuerdo con el relato que dio la demandante al Instituto Nacional de Medicina Legal en su valoración de 26 de noviembre de 2018, ella convivió con el señor Álvarez Rendón por un lapso de 14 años, en tanto las agresiones físicas comenzaron a los dos meses de ser novios y no han parado hasta la fecha. Refirió también que en una oportunidad su compañero le había fracturado un brazo y que para ese momento llevaba un mes de separada.  
Ante la Comisaria de Familia, reiteró su versión indicando que siempre ha recibido malos tratos por parte del papá de sus hijos, pero afirmó utilizar el mismo método para con él, es decir golpearlo con sus manos o utilizar objetos para agredirlo; contó también que es tal el estado de alteración en el que la sume la situación que incluso llega a auto flagelarse; pese a ello confiesa que lo quiere y vuelve y reanudar la relación de convivencia, la cual ha sido muy intermitente debido a las situación de maltrato y agresión de ambos –fl 82-.
Como puede evidenciarse de lo narrado por la demandante, la situación de agresión ha sido constante desde que decidió iniciar su relación con el acusado; sin embargo, también se observa que ella fue denunciada por violencia intrafamiliar por su pareja –fl 177 a 179-, trámite que fue archivado por falta de interés del denunciante; que su compañero también debió solicitar medidas de protección que en efecto le fueron concedidas –fl 133 a 136- y que su hogar fue intervenido por la Comisaría de Familia, por remisión que de su caso hizo la Institución Educativa Santa Juana del Lestonnac –fl 75-, con ocasión del maltrato físico evidenciado en contra del menor Thomas Álvarez Arias, hijo de la pareja.

Ahora bien, la Comisaría de Familia de Dosquebradas, acredita que desde que el citado plantel educativo puso en conocimiento de esa dependencia la situación del núcleo familiar del niño Thomas Álvarez Arias, tomó cartas en el asunto y citó a ambos padres para hacerle el seguimiento al caso y así lo deja ver el procedimiento que adelanta –fl 69 a 136-, al que se encuentran vinculados la señora Arias Montoya y el señor Álvarez Rendón, quienes fueron remitidos a valoración por sicología, procedimiento que no es nuevo para la pareja pues en el año 2014, según se ve en la versión libre ante la Comisaría de Familia –fl 93-, iniciaron un tratamiento en la Clínica Nueve Lunas por remisión de Bienestar Familiar, donde, luego de un mes, renunciaron a continuar en el proceso terapéutico.

Producto de esa investigación la señora Katherine Arias Montoya fue amonestada por la Comisaria de Familia –fl 94-, comprometiéndose a mejorar las condiciones familiares y afectivas del menor e iniciar tratamiento terapéutico a este y psicológico para ella.
También se observa que la pareja, los días 11 de diciembre de 2018 y 10 de enero de 2019 concilió: i) la custodia provisional y cuidado personal de los menores Tomás Mateo, la cual quedó en cabeza de la madre, ii) la cuota alimentaria y iii) la regulación de visitas, comprometiéndose ambos a continuar en tratamiento psicológico y terapéutico. –fls 166 a 172-.

A pesar de que la demandante reprocha que las autoridades a quienes ha puesto en conocimiento su situación no han actuado con la debida diligencia, se tiene que según su versión para el momento en que el señalado agresor le fracturó su mano, la Policía se lo iba a llevar a la cárcel pero la mamá de él no lo permitió, asegurando que se iba a morir –fl 46 vto-, lo que muestra que sí hubo diligencia por parte de las autoridades. También se percibe que recibió ayuda terapéutica por orden del ICBF a la que renunció por voluntad propia al desanimarse por la renuencia a continuar en tratamiento por parte de su pareja –fl 91-.

Las demás denuncias, según se infiere de su propia versión han sido abandonadas por su parte, cuando retorna la relación con su pareja luego de meses de separación, tal como lo confiesa “nos hemos separado muchas veces, ya ni me acuerdo cuantas, pero siempre de boba me dejo convencer otra vez y pues no le voy a negar que yo lo quiero” –fl 82-, al punto que desistió –fl 193- de la medida de protección que fue ordenada el 27 de noviembre de 2018 –fl 48-.
Ahora, a raíz de la presentación de la acción de tutela se inició el trámite pertinente respecto a la denuncia de violencia intrafamilar en contra de los menores Tomás, Sofía, Mateo y Luciana Álvarez Arias en el que se está realizando el programa metodológico. Respecto a las lesiones personales que también puso en conocimiento de la Unidad de Fiscalías de Dosquebradas ya fue citada a valoración por medicina legal y ordenada la medida de protección. 
En ese sentido, no cuestiona la Sala el actuar del ente acusador, pues aun cuando el caso fue remitido a la Fiscalía 52 Local de la Unidad de Lesiones Dolosas y Culposas, dependencia creada para descongestionar la Fiscalía 18 Local y esta última envió el expediente solo hasta el 2 de mayo del presente año, las acciones para salvaguardar la integridad de la  actora ya se habían adelantado, tal como se anotó con antelación, pero es necesario dejar sentado que para la fecha de presentación de la acción, estas ya no tenían vigencia, pues la demandante renunció a ellas.

La actuación de la Comisaría de Familia tampoco merece reproche, pues en las oportunidades que lo ha requerido tanto la accionante como su pareja y el menor Tomás Álvarez Arias, ha actuado con diligencia, en tanto que libró medida de protección a favor del señor Jhon Edison Álvarez Rendón por las lesiones que le causó la señora Arias Montoya –fls 133 a 136- en el año 2014, remitió al grupo familiar a terapias en la Clínica 9 Lunas en ese mismo año y adelanta el proceso de seguimiento con ocasión del maltrato que se evidenció en el hogar en contra del menor Álvarez Arias.

Nótese que además, la demandante renunció a las medidas de protección el día 3 de marzo de 2019 –fl 193- y el día 25 de abril de 2019 volvió a solicitarlas ante la Comisaría de Familia de Dosquebradas, por hechos que tuvieron lugar el 17 de igual mes y año, a lo cual la dependencia accedió en providencia de esa misma fecha, extendiendo el amparo a los menores Tomás, Sofía, Mateo y Luciana Álvarez Arias quienes resultaron involucrados en los hechos de agresión narrados por su progenitora.
De esta medida se dio traslado al Comando de Policía al Personero Municipal y se notificó al señor Álvarez Rendón –fls 145, 152 y 153-, a quien se le informó de las sanciones que le serían impuestas.
Finalmente en lo que atañe a la actuación de la Policía, después de conocidas las medidas, la Estación de Valher atendió en dos oportunidades el llamado de la demandante –fl 193 vto y 194- y con posterioridad a la renuncia de las mismas, según el propio relato de la actora, una semana antes de Semana Santa llegó a su residencia acompañada de agentes de la Policía, luego de ser informada de que el padre de sus hijos se encontraba allí atacando a su progenitora y a sus hijos, en esa oportunidad cuando llegó, el agresor ya no se encontraba en su residencia.  Así también para el 17 de abril de 2019, fecha en la que llevaba dos meses de separada del señor Álvarez Rincón, frente a un altercado con éste y unos vecinos, acudió la Policía ante su llamado –fls 138 a 139-, hechos estos que ponen en evidencia que las veces que ha requerido la ayuda de la Institución, esta ha acudido.

En la actualidad el Comandante de la Policía de Valher, Dosquebradas, informó a la Comisaria de Familia del estudio de riesgo efectuada la señora Katherine Arias Montoya, a quien de paso se le dieron recomendaciones de seguridad.

El anterior recuento era necesario para concluir que en este momento las entidades accionadas no se encuentren vulnerando los derechos fundamentales de la accionante, ni los de sus hijos menores de edad, pues han brindado el acompañamiento y seguimiento que el caso amerita.  

Ahora, las inconformidades que narra la quejosa en su recurso, buscan una retaliación automática en contra del señor Álvarez Rendón, cuando no hay evidencia de que haya infringido la medida, o por lo menos, noticia no se tiene de ello en el plenario, en tanto que la misma le fue notificada el 26 de abril de 2019 –fl 152- y en la alzada nada se dijo al respecto.  En ese sentido, no queda duda que al requerido debe garantizársele el debido proceso, pues primero debe comprobarse que violó las restricciones impuestas en auto de fecha 25 de abril de 2019 –fl 25 a 26- para así imponerle la multa convertible en arresto, por lo que, hasta que ello no ocurra, no le es dable a los agentes del cuadrante informar de su incumplimiento.
También es preciso señalar que la misma actora ha sido instruida por efectivos de la Policía Nacional, respecto a los riesgos a los que está expuesta; no obstante ha sido su decisión retomar la relación con su expareja, lo cual deja inane cualquier media que tomen las autoridades para su protección, pues nótese como para el 25 de abril de 2019, afirmó llevar dos meses de separada del señor Jhon Edison, lo cual ubica el fin de su relación el 25 de febrero de 2019, fecha en la que se encontraba vigente la medida de protección, expedida por la Unidad Local 48 de la Fiscalía General de la Nación Seccional Dosquebradas –fls 48 y 49-.
Por último, en lo que respecta a la inasistencia alimentaria, se observa en esta Sede que el día 10 de enero de 2019 –fl 168 y ss- la demandante concilió con el padre de sus hijos menores de edad una cuota mensual equivalente a $400.000, acta de acuerdo que presta mérito ejecutivo y para el cumplimiento de la cual debe  la demandante acudir al juez de familiar, sin que corresponda esta labor al Juez constitucional, al no existir perjuicio irremediable, toda vez que hay evidencia en el plenario, que la progenitora de los menores agraviados labora, vive en la casa  familiar y tanto su padre como un hermano, residentes ambos en el exterior, le ayudan con el mantenimiento de su hogar. 

De acuerdo con lo expuesto, la decisión de primer grado será confirmada.
En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, el día 8 de mayo de 2019.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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